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Juicio para la Protección de los 

Derechos Político-Electorales del 
Ciudadano 

Expediente: TEEH-JDC-057/2018 

Promoventes: Esbeidy Alejandra 
Hernández Salazar y Rocío Yareli Ramírez 

Cortes 

Autoridad responsable: Comisión de 
Justicia del Consejo Nacional del Partido 

Acción Nacional 

Magistrada ponente: Maestra María 

Luisa Oviedo Quezada 

 

 

      Pachuca de Soto, Hidalgo; a 28 veintiocho de noviembre de 2018 dos mil 

dieciocho.  

Sentencia definitiva que: a) Sobresee parcialmente el Juicio para la 

Protección de los Derechos Políticos del Ciudadano promovido por Rocío Yareli 

Ramírez Cortes al ser improcedente por extemporáneo y, b) Declara 

fundados los agravios expuestos por Esbeidy Alejandra Hernández 

Salazar, dejando sin efectos la Convocatoria para la elección de la Presidencia, 

Secretaría General y siete integrantes del Comité Directivo Estatal del Partido 

Acción Nacional en Hidalgo y por tanto se ordena la emisión de una nueva 

convocatoria que contemple el principio de paridad de género señalando 

nueva fecha para la celebración de elecciones y con tiempo suficiente para la 

etapa de campaña. 

GLOSARIO 

 

Accionantes/Promoventes:  Esbeidy Alejandra Hernández Salazar y Rocío 

Yareli Ramírez Cortes 

Código Electoral Código Electoral del Estado de Hidalgo 

Comisión de Justicia Comisión de Justicia del Consejo Nacional del 
Partido Acción Nacional 

Constitución:  Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

Constitución Local: Constitución Política del Estado de Hidalgo 
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Convocatoria  Convocatoria para la elección de la Presidencia, 

Secretaría General y Siete integrantes del 
Comité Directivo Estatal del Partido Acción 
Nacional en el Estado de Hidalgo para el 

periodo 2018-al (sic) segundo semestre del 
2021, que se llevará a cabo en la jornada 

electoral del día 2 de diciembre de 2018 

Estatutos Estatutos Generales del Partido Acción Nacional 

Juicio Ciudadano                                            

                                                    

Ley de Partidos  

 

Ley Orgánica del Tribunal 

 

 

PAN 

Juicio para la Protección de los Derechos 

Político Electoral del Ciudadano  

   

Ley General de Partidos Políticos                                                               

 

Ley Orgánica del Tribunal Electoral del Estado 

de Hidalgo 

 

Partido Acción Nacional 

Reglamento Interior del 
Tribunal: 

Reglamento Interior del Tribunal Electoral del 
Estado de Hidalgo 

Reglamento de Selección de 

Candidaturas 

Reglamento de selección de candidaturas a 

cargos de elección popular del Partido Acción 
Nacional.  

Sala Regional Toluca  

 

Tribunal Electoral: 

Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación correspondiente a la 

Quinta Circunscripción Plurinominal.   

Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo 

 

I. Antecedentes 

 
 

1. Convocatoria. Con fecha 5 cinco de octubre del presente año, el Secretario 

General del PAN, emitió la providencia SG/370/2018, en la que se autorizó la 

emisión de la “Convocatoria para la elección de la Presidencia, 

Secretaría General y Siete integrantes del Comité Directivo Estatal del 

Partido Acción Nacional en el Estado de Hidalgo para el periodo 2018-

al (sic) segundo semestre del 2021, que se llevará a cabo en la jornada 

electoral del día 2 de diciembre de 2018”. 

 

 2. Confirmación de convocatoria. El 25 veinticinco de octubre de 2018 dos 

mil dieciocho, derivado de la sustanciación de diversos recursos, la Comisión de 
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Justicia del Consejo Nacional del PAN, emitió resolución dentro del Juicio de 

Inconformidad CJ/JIN/258/2018, en la cual resolvió confirmar la Convocatoria.  

 

3. Juicio Ciudadano vía salto de la instancia. El 9 nueve de noviembre del 

año en curso, las accionantes presentaron ante la Sala Regional Toluca, vía salto 

de la instancia, Juicio Ciudadano en contra de la resolución intrapartidista 

mencionada en el punto anterior.   

4. Reencauzamiento. La Sala Regional Toluca, mediante acuerdo de fecha 21 

veintiuno de noviembre del año en curso, declaró improcedente la vía intentada 

y por tanto reencauzó el medio de impugnación a efecto de que este 

Tribunal Electoral conozca y resuelva lo que en derecho corresponda 

dentro del plazo no mayor a 10 días naturales contados a partir del día 

siguiente al en que sea notificado el acuerdo arriba citado, dictado por la Sala 

Regional Toluca.  

5. Recepción y radicación. El 22 veintidós de los cursantes, se recibió en la 

Oficialía de Partes de este Órgano Jurisdiccional, el oficio TEPJF-ST-SGA-OA-

3837/2018, por medio del cual la Sala Regional Toluca notificaba el referido 

acuerdo de Sala y asimismo remitía la demanda original promovida por las 

accionantes con sus anexos.  

6. Turno. El Magistrado Presidente y la Secretaria General de este Tribunal, 

mediante proveído de 23 veintitrés de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, 

ordenaron integrar el expediente indicado en el rubro y turnarlo a la ponencia 

del Magistrado Instructor para la debida substanciación. 

7. Radicación y sustanciación. Mediante proveído de 26 veintiséis del mes y 

año en curso, se radicó el medio de impugnación y, en razón de que la 

Comisión de Justicia no dio cumplimiento a lo ordenado por la Sala 

Regional Toluca, se realizó requerimiento para que cumpliera con la 

remisión de documentación, dando además vista de ello a dicha Sala; 

sin que a la fecha dicha información haya sido remitida.   
 

8. Admisión, apertura y cierre de instrucción. Con fecha 28 veintiocho de 

noviembre del año 2018 dos mil dieciocho, se admitió para su sustanciación y se 

abrió instrucción en el presente Juicio Ciudadano, teniéndose por ofrecidas y 

admitidas las pruebas documentales invocadas por las accionantes, así como las 

recabadas por este Tribunal; las cuales se desahogaron por su propia y especial 

naturaleza de conformidad con lo dispuesto por el artículo 357 fracciones I y II, 
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del Código Electoral; y al no existir actuaciones pendientes por realizar, se tuvo 

por cerrado el periodo de instrucción y se ordenó dictar resolución. 

 

9. Escrito de desistimiento. Mediante escrito presentado a las 18:37 

dieciocho treinta horas con treinta y siete minutos del día 28 veintiocho de 

noviembre de 2018 dos mil dieciocho, las promoventes presentaron ante la 

Oficialía de Partes de este Tribunal Electoral, escrito mediante el cual se 

desistían de la acción intentada a través de la demanda por la cual se promovió 

el Juicio Ciudadano que instó la intervención de este órgano jurisdiccional. 

 

II. Competencia 

 

10. Este Tribunal Electoral es competente para conocer y resolver el presente 

asunto, en razón de que las accionantes a través de un Juicio Ciudadano, el 

cual tiene su origen y protección en la materia electoral, alegan presuntas 

violaciones a sus derechos político-electorales relacionados con la elección de la 

dirigencia del órgano estatal del PAN.  

 

11. La anterior determinación tiene sustento en lo dispuesto por los artículos 

17, 116 fracción IV, inciso c) y l) de la Constitución; 24 fracción IV y 99, inciso 

c) fracción III, de la Constitución Local; 2, 346 fracción IV, 433 fracción V y 435, 

del Código Electoral; y, 2, 12 fracción V inciso B), de la Ley Orgánica del 

Tribunal.  

 

III. Improcedencia del desistimiento 

 

12. Para que los Tribunales especializados en materia electoral estén en aptitud 

de emitir resolución una vez sometido un asunto a su jurisdicción, es 

indispensable que la parte agraviada ejerza la acción respectiva y solicite la 

solución de la controversia. No obstante, si en cualquier etapa del proceso, 

anterior al momento en que se emita sentencia, el actor expresa por escrito su 

voluntad de desistirse del juicio iniciado, esa expresión de voluntad, por regla, 

genera la imposibilidad jurídica de continuar su tramitación y, en su caso, la 

resolución del medio de impugnación, pues el artículo 354 fracción I del Código 

Electoral, prevé que, en ese caso, procede el sobreseimiento. 
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13. Sin embargo, para que el desistimiento surta sus efectos, es menester 

que exista la disponibilidad de la acción o del derecho sustantivo o procesal 

respecto del cual los actores decidan desistirse, lo que no sucede cuando se 

hacen valer acciones tuitivas de intereses difusos, colectivos o de 

grupo, o bien del interés público, como sucede en el Derecho Electoral, 

porque el objeto del litigio trasciende al interés individual del demandante, para 

afectar el de un determinado grupo social o de toda la comunidad e, incluso, del 

Estado mismo. 

 

14. El criterio anteriormente descrito es compartido por este Tribunal Electoral y 

se encuentra sustentado además por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, en la Tesis LXIX/2015 de rubro y texto 

siguientes: 

 

“DESISTIMIENTO. ES IMPROCEDENTE CUANDO EL 
CIUDADANO QUE PROMUEVE UN MEDIO DE 
IMPUGNACIÓN, EJERCE UNA ACCIÓN TUITIVA DEL 
INTERÉS PÚBLICO.- De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 9, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral, para que 
una de las salas que integran al Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, esté en aptitud de emitir 
resolución, es indispensable que la parte agraviada ejerza 
la acción respectiva y solicite la solución de la 
controversia. No obstante, si en cualquier etapa del 
proceso, anterior al momento en que se emita sentencia, 
el actor expresa por escrito su voluntad de desistirse del 
juicio iniciado, esa expresión de voluntad, por regla, 
genera la imposibilidad jurídica de continuar su 
tramitación y, en su caso, la resolución del medio de 
impugnación, pues el artículo 11, párrafo 1, inciso a), de la 
citada ley, prevé que, en ese caso, procede el 
sobreseimiento; sin embargo, para que 
el desistimiento surta sus efectos, es menester que 
exista la disponibilidad de la acción o del derecho 
sustantivo o procesal respecto del cual el actor 
desiste, lo que no sucede cuando se hacen valer 
acciones tuitivas de intereses difusos, colectivos o de 
grupo, o bien del interés público, como sucede en el 
Derecho Electoral, porque el objeto del litigio 
trasciende al interés individual del demandante, para 
afectar el de un determinado grupo social o de toda la 
comunidad e, incluso, del Estado mismo.” 
 
(Énfasis añadido)  

 
 

15. En razón de lo anterior, tal y como fue señalado en la sesión pública del 

Pleno de este Tribunal en la cual se dictó la presente sentencia, dado que en 
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este asunto se hace valer una acción de interés público, refiriéndonos a la 

aplicación irrestricta del principio de paridad de género, particularmente, a la 

integración de órganos directivos del PAN en Hidalgo, es que el 

desistimiento acontecido en el presente asunto deviene improcedente. 
 

IV. Presunción de hechos constitutivos 

 

16. El artículo 364 fracción III, del Código Electoral dispone lo siguiente:  

“Artículo 364. Recibida la documentación a que se refiere el artículo 
anterior, el Tribunal Electoral realizará los actos y ordenará las 
diligencias que sean necesarias para la sustanciación de los 
expedientes, de acuerdo con lo siguiente: … 

III. En cuanto al informe circunstanciado, si la autoridad u 
órgano partidista no lo envía dentro del plazo señalado 
en el artículo 363 de este Código, el medio de 
impugnación se resolverá con los elementos que obren 
en autos y se tendrán como presuntivamente ciertos los 
hechos constitutivos de la violación reclamada, salvo 
prueba en contrario; lo anterior, sin perjuicio de la 
sanción que deba ser impuesta de conformidad con el 
presente ordenamiento y las leyes aplicables…” 

 
(Énfasis añadido) 

 
 

17. De las constancias de autos y como quedó asentado en los antecedentes de 

esta sentencia, se tiene que la Comisión de Justicia fue omisa en remitir a este 

Tribunal las constancias del trámite de ley que prevé el artículo 363 del Código 

Electoral, incluidas en ellas el informe circunstanciado, tal y como le fue 

ordenado tanto por la Sala Regional Toluca a través del acuerdo de fecha 21 de 

noviembre del año en curso, así como por esta autoridad mediante auto dictado 

el 26 veintiséis de los cursantes. 

18. Además de lo antes mencionado, es menester precisar que la elección para 

la cual fue emitida la Convocatoria está próxima a celebrarse el 2 dos de 

diciembre del año en curso, por lo anterior se hace evidente la necesidad de 

pronunciarse en el menor tiempo posible respecto a la demanda promovida, 

máxime que los Tribunales Electorales locales deben resolver los medios de 

impugnación en un plazo razonable, ya que con esto se garantiza a los 

interesados el derecho de acudir ante la instancia jurisdiccional revisora y que 

esta desahogue en forma completa y exhaustiva los asuntos sometidos a su 

conocimiento, esto con la finalidad de siempre salvaguardar los derechos político 

– electorales que se estimen violentados; el criterio utilizado es compartido por 

este Tribunal Electoral y se encuentra sustentado además por la Sala Superior 
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del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la Tesis 

LXXIII/2016 de rubro siguiente “ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. LOS 

TRIBUNALES ELECTORALES LOCALES DEBEN RESOLVER LOS MEDIOS 

DE IMPUGNACIÓN EN UN PLAZO RAZONABLE, SIN QUE 

SEA NECESARIO AGOTAR LOS PLAZOS QUE FIJEN LAS LEYES PARA TAL 

EFECTO.”1.    

19. En razón de lo anterior y en respeto irrestricto al principio de pro persona 

consagrado en el artículo 1° párrafo segundo de la Constitución, en aras de 

salvaguardar el ejercicio de los derechos político – electorales,  dado el plazo 

no mayor a 10 días naturales concedido a esta autoridad para dictar 

sentencia en el presente asunto con plenitud de jurisdicción, es que se 

determina que conforme al artículo 364 fracción III, del Código 

Electoral, el presente medio de impugnación será resuelto conforme a 

los elementos que obren en autos teniéndose como presuntivamente 

ciertos los hechos constitutivos de la violación reclamada, allegándose 

para ello de los elementos probatorios que son de consulta pública en 

la página oficial de internet del PAN.   

IV. Procedencia 

 

20. En virtud de que los presupuestos procesales deben ser de estudio 

oficioso por la autoridad jurisdiccional, previo al análisis del fondo del asunto y 

por tratarse de una cuestión de orden público, ya que es indispensable para la 

legal integración del proceso y para determinar la procedencia o no de un medio 

de impugnación en materia electoral, serán analizados en el cuerpo de esta 

sentencia, siguiendo las disposiciones contenidas en los artículos 352 y 353 del 

Código Electoral, bajo los siguientes apartados: 

 

21. De la demanda. El artículo 352 del Código Electoral, establece que el 

escrito mediante el cual se interponga un medio de impugnación, debe cumplir 

con los siguientes requisitos: Ser interpuesto por triplicado y ante la autoridad 

señalada como responsable, nombre del actor, domicilio para oír y recibir 

notificaciones, acreditar debidamente la personería del accionante, señalar el 

medio de impugnación que se hace valer, identificar el acto o resolución que se 

pretende combatir, así como la autoridad responsable del mismo, señalar los 

hechos en que basa su impugnación, así como los agravios y preceptos 

                                                             
1Consultable en   

 http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=LXXIII/2016&tpoBusqueda=S&sWord=acceso,efectivo,a,la,justicia   
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presuntamente violentados, ofrecer pruebas y hacer constar la firma del 

accionante.  

 

22. Así, de la instrumental de actuaciones, la cual goza de pleno valor 

probatorio de conformidad con lo dispuesto por el artículo 361 fracción II, en 

interpretación armónica con el diverso 344, ambos del Código Electoral, se 

aprecia que la demanda satisface los requisitos establecidos, excepto el de que 

fuera presentado ante la autoridad responsable, en virtud de que la misma fue 

presentada originalmente invocando el salto de la instancia ante la Sala Regional 

Toluca, mismo que no fue procedente y por tanto se ordenó su 

reencauzamiento ante este Tribunal Electoral; sin embargo, una vez radicado en 

este órgano jurisdiccional, se continuó con el tramite pertinente como si se 

hubiera hecho ante la autoridad responsable, esto en términos de lo sostenido 

en la jurisprudencia 43/2013 de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación (consultable a fojas 54 y 55, de la Compilación 2013), 

cuyo rubro y texto es el siguiente: 

 

“MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. 
SU PROMOCIÓN OPORTUNA ANTE LAS SALAS DEL 
TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN INTERRUMPE EL PLAZO.—De la interpretación 
sistemática y funcional de los artículos 99 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 8, párrafo 1, 9, 
párrafos 1 y 3, 17 y 18 de la Ley General del Sistema de Medios 
de Impugnación en Materia Electoral, se desprende que el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación es la 
máxima autoridad en la materia y que, por regla general, los 
medios de impugnación deben presentarse por escrito ante la 
autoridad u órgano partidista señalado como responsable, en el 
plazo establecido por la ley. En ese tenor, a fin de maximizar el 
derecho de pleno acceso a la justicia, cuando por circunstancias 
particulares del caso concreto, algún medio de impugnación 
electoral no se presente ante la autoridad u órgano 
responsable de la emisión de la resolución o acto 
reclamado, sino directamente ante cualquiera de las 
Salas del Tribunal Electoral, debe estimarse que la 
demanda se promueve en forma, debido a que se recibe 
por el órgano jurisdiccional a quien compete conocer y 
resolver el medio de impugnación, porque constituye una 
unidad jurisdiccional.” 

(Énfasis añadido) 

  

23. Además, en este apartado es necesario establecer la procedencia de este 

Juicio Ciudadano, ya que conforme al artículo 433 del Código Electoral, ésta se 

configura sólo cuando el ciudadano por sí mismo y en forma individual, haga 
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valer presuntas violaciones a sus derechos tutelados en la materia y, en la 

demanda que nos ocupa, dos ciudadanas promovieron el Juicio Ciudadano a 

través de un mismo escrito; sin embargo, la redacción literal del texto legal no 

debe ser interpretada de tal forma que sea excluida la posibilidad de la 

acumulación de sendas pretensiones en una misma demanda, sino que debe 

ampliarse hacia la posibilidad de que varias ciudadanas con pretensiones 

intrínsecamente relacionadas y compatibles, inicien un Juicio Ciudadano 

mediante la suscripción de un sólo escrito inicial para obtener la restitución 

singular en sus derechos individuales. Por tanto, realizando una interpretación 

más extensiva y favorable sobre la ley de la materia conforme al principio pro 

persona consagrado en el artículo 1° párrafo segundo de la Constitución, debe 

tenerse por cumplido el requisito de procedencia contenido en el artículo citado 

al inicio de este párrafo, con el escrito firmado individualmente pero presentado 

de forma conjunta por las promoventes, en su calidad de militantes del PAN, 

circunstancia última la cual con base en el referido principio persona para 

efectos de esta sentencia se tiene por cierta al haber sido así manifestado por 

las promoventes en su demanda y al no existir prueba en contrario; lo anterior 

encuentra sustento en la jurisprudencia 4/2005 de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, consultable a fojas 158 y 159, de la 

Compilación 1997-2005, cuyo rubro y texto es el siguiente: 

 

“JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. ES 
PROCEDENTE CUANDO DIVERSOS ACTORES RECLAMEN 
SENDAS PRETENSIONES EN UNA MISMA DEMANDA.- Del 
contenido de los artículos 79 y 80 de la Ley General del Sistema de 
Medios de Impugnación en Materia Electoral se advierte que la 
exigencia relativa a que los ciudadanos promuevan el juicio de 
protección de los derechos político-electorales por sí mismos, 
determina que los actores no pueden ejercer la acción a través de 
un representante, apoderado, autorizado o personero en general, 
sino que lo tienen que hacer de manera personalísima, 
suscribiendo la demanda de propia mano, con su firma, así como 
las demás promociones que presenten en el juicio, actuando 
directamente en las diligencias a que puedan o deban comparecer 
durante el procedimiento; en tanto que la expresión en forma 
individual significa que los derechos político-electorales que 
defiendan, sean los que les corresponden como personas físicas 
en calidad de ciudadanos, y no los de entidades jurídicas 
colectivas de cualquier índole, de las que formen parte. Por tanto, 
ninguna de esas expresiones excluye la posibilidad de la 
acumulación de pretensiones individuales en una misma demanda, 
esto es, que diversos ciudadanos inicien un juicio mediante 
la suscripción de un solo escrito inicial, con sendas 
pretensiones de ser restituidos singularmente en el propio 
derecho individual, ya que en esta hipótesis, cada uno de 
los actores es un ciudadano mexicano, que promueve por 
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sí mismo, dado que nadie lo representa, y lo hacen en 
forma individual, en cuanto defienden su propio derecho, 
como personas físicas en calidad de ciudadanos, y no los 
derechos de personas jurídicas o corporaciones de las que formen 
parte.” 
(Énfasis añadido) 

 

24. Legitimación. El medio de impugnación fue promovido por parte legítima 

en términos del artículo 356  fracción II, en relación con el artículo 433 fracción 

V, del Código Electoral, en tanto que las promoventes son ciudadanas que 

acuden por sí mismas, de manera individual, a hacer valer presuntas violaciones 

a sus derechos político-electorales.  

25. Interés jurídico. Las accionantes cumplen con este requisito ya que se 

identifican en el género femenino y como militantes del PAN (circunstancia 

última la cual con base en el principio persona para efectos de esta sentencia 

se tiene por cierta al haber sido así manifestado por las promoventes en su 

demanda y al no existir además prueba en contrario), y es así que en esta 

calidad impugnan la confirmación de la Convocatoria para la elección de la 

Presidencia, Secretaría General y siete integrantes del Comité Directivo Estatal 

del PAN-Hidalgo, que a su decir violenta sus derechos político -electorales al no 

apegarse a los criterios obligatorios de paridad de género.  

26. Definitividad. La ley aplicable en la materia no prevé medio de 

impugnación distinto al que se promueve, el cual es susceptible de interponerse 

para combatir el acto reclamado que consideran las accionantes transgreden 

sus derechos político-electorales, razón por la cual esta condición se encuentra 

cumplida. 

27. Oportunidad. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 351 del 

Código Electoral, los medios de impugnación deberán presentarse dentro de los 

cuatro días contados a partir del día siguiente a aquél en que se tenga 

conocimiento del acto o resolución impugnado. Al respecto, el estudio de este 

presupuesto se realizará en los siguientes dos apartados.  

a) Sobreseimiento parcial  

28. Por lo que respecta a la demanda promovida por Rocío Yareli 

Ramírez Cortes, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el 

artículo 353 fracción IV, del Código Electoral, que a la letra dispone: 

 



TEEH-JDC-057/2018  
 

11 
 

“Artículo 353. Los medios de impugnación previstos en este 
Código serán improcedentes y se desecharán de plano en los 
siguientes casos: … 
IV. Que sean presentados fuera de los plazos y términos que 
establezca este Código”.  

 
 

29. Así, por una parte, de la certificación que obra en autos realizada por el 

Secretario de Acuerdos de este Tribunal respecto de la cédula de notificación 

correspondiente al expediente CJ/JIN/258/2018, es posible advertir que el día 

30 treinta de octubre de 2018 dos mil dieciocho, se notificó a las actoras vía 

estrados físicos y electrónicos la resolución dictada por la Comisión de Justicia, 

ello en razón de que las actoras no señalaron domicilio en la Ciudad de México, 

sede de dicha Comisión, esto con fundamento en el artículo 136 del 

Reglamento de Selección de Candidaturas. A dicha documental, en términos del 

artículo 361 fracción I, del Código Electoral, se le concede pleno valor 

probatorio. 

 

30. Ahora bien, por otra parte, de la instrumental de actuaciones, la cual goza 

de pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto por el artículo 357 

fracción V, en relación con el diverso 361 fracción II, es posible advertir del 

sello fechador plasmado en la demanda promovida por la cual se pretende 

combatir el acto arriba mencionado, que la misma fue presentada ante la Sala 

Regional Toluca el día 9 nueve de noviembre de 2018 dos mil dieciocho.  

 

31. En esa tesitura se tiene que por lo que respecta a Rocío Yareli Ramírez 

Cortes, el plazo para interponer el medio de impugnación comenzó a 

computarse el 31 de octubre de 2018 dos mil dieciocho y dado que conforme al 

artículo 3 último párrafo del Reglamento de Selección de Candidaturas, todos los 

días y horas son hábiles, se tiene que el plazo de 4 días para su presentación 

feneció el 3 tres de noviembre del año en curso, por tanto, es indudable que se 

interpuso fuera del plazo de 4 cuatro días, por ende es extemporáneo y dado el 

estado procesal que guarda el presente asunto, debe sobreseerse parcialmente.  

 

32. En consecuencia, al actualizarse el supuesto hipotético normativo previsto 

en el artículo 354 fracción III, en relación con el diverso 353 fracción IV, ambos 

del Código Electoral, se decreta el sobreseimiento parcial, respecto a la 

demanda promovida por Rocío Yareli Ramírez Cortes. 
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b) Presentación oportuna por lo que respecta a la demanda 

promovida por Esbeidy Alejandra Hernández Salazar.  

33. Si bien de la certificación que obra en autos realizada por el Secretario de 

Acuerdos de este Tribunal respecto de la cédula de notificación correspondiente 

al expediente CJ/JIN/258/2018 (prueba ya valorada), es posible advertir que el 

día 30 treinta de octubre de 2018 dos mil dieciocho, se notificó a las actoras vía 

estrados físicos y electrónicos la resolución dictada por la Comisión de Justicia, 

ello en razón de que las actoras no señalaron domicilio en la Ciudad de México, 

sede de dicha Comisión, esto con fundamento en el artículo 136 del 

Reglamento de Selección de Candidaturas, de la instrumental de actuaciones la 

cual goza de pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 357 fracción V, en relación con el diverso 361 fracción II, es posible 

advertir que en autos del expediente en que se actúa obra un escrito con firma 

original de Esbeidy Alejandra Hernández Salazar, dirigido a la Comisión de 

Justicia por medio del cual señaló un domicilio para oír y recibir 

notificaciones ubicado en la ciudad sede de la multicitada Comisión de 

Justicia y además, dicho documento cuenta con sello fechador original de la 

Comisión de Justicia, en el que se asentó que dicho escrito fue recibido el 19 

diecinueve de octubre del año en curso. 

 

34. Por tanto, aplicando una interpretación más extensiva conforme al principio 

de pro persona consagrado en el artículo 1° párrafo segundo de la Constitución, 

en aras de salvaguardar el ejercicio de los derechos político – electorales, es 

que este Tribunal Electoral al analizar el contenido y alcance del artículo 129 del 

Reglamento de Selección de Candidaturas, referente a la realización de 

notificaciones personales dentro del proceso interno del PAN, determina que la 

notificación referente al acto aquí impugnado consistente en la resolución 

fechada el 25 veinticinco de octubre de 2018 dos mil dieciocho emitida por la 

Comisión de Justicia dentro del expediente CJ/JIN/258/2018 por la cual se 

confirmó la Convocatoria, debió haber sido realizada personalmente en el 

domicilio proporcionado por la promovente ya que no existe prueba en 

contrario para considerar que no se cumplió con los requisitos para tenerlo por 

señalado. 

 

35. Al respecto se precisa que las notificaciones personales obedecen a la 

necesidad de comunicar fehacientemente determinados actos o resoluciones de 

importancia trascendente y relevante para el interés de su destinatario, y si se 
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toma en cuenta que en este caso el Reglamento de Selección de Candidaturas 

establece como requisito señalar un domicilio para recibir notificaciones en la 

ciudad donde se encuentra la sede de la Comisión de Justicia, para que la 

realizada por el órgano partidario surta sus efectos, debe hacerse en el domicilio 

proporcionado y no en los estrados como mera decisión unilateral (esto último 

tal y como fue realizado dentro del procedimiento llevado a cabo internamente), 

ya que el señalamiento expreso de domicilio para oír y recibir notificaciones 

revela la intención de la promovente que los actos de dicho órgano le sean 

notificados en el domicilio que al efecto señaló. 

 

36. En razón de lo anterior, es que este Tribunal Electoral determina que la 

notificación antes descrita realizada a la promovente2 carece de efectos al no 

haber sido practicada conforme a la normatividad aplicable ya mencionada.  

 

37. Por tanto, para efectos del cómputo del plazo para la interposición del 

presente Juicio Ciudadano, es que este Tribunal atenderá lo manifestado por la 

promovente en su demanda, en dónde claramente señaló haber tenido 

conocimiento del acto reclamado el día 7 siete del mes y año en curso.  

 

38. Esto es así ya que a partir de este momento es que, ante la ausencia de 

una notificación legal, puede válidamente considerarse que la aquí promovente 

fue sabedora del contenido de la resolución por la cual se confirmó la 

Convocatoria y por ende, a partir de esta data es que la parte actora se 

encontró en aptitud idónea de inconformarse respecto a su contenido; ya que 

además en caso de considerar algo contrario a lo anterior se coartaría el 

derecho de la promovente de acceder a un medio efectivo de defensa de sus 

derechos. 

 

39. Así, de lo anteriormente referido, se llega a la conclusión que el Juicio 

Ciudadano se presentó de manera oportuna, ello en razón de que la 

promovente tuvo conocimiento del acto reclamado el día 7 siete de noviembre 

de dos mil dieciocho, mientras que la demanda fue presentada, como ya se 

estableció anteriormente el 9 nueve siguiente; por tanto, es dable concluir que 

el medio de impugnación promovido por Esbeidy Alejandra Hernández 

Salazar fue presentado dentro de los 4 cuatro días otorgados por el artículo 

351 del Código Electoral.  

                                                             
2 De aquí en adelante, por promovente deberá entenderse a Esbeidy Alejandra Hernàndez Salazar.   
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IV. Estudio de fondo. Agravios fundados 

 

40. Acto reclamado. De la lectura integral del escrito por medio del cual es 

interpuesto el Juicio Ciudadano, es posible advertir que la promovente señala 

literalmente como acto impugnado la “RESOLUCIÓN DE LA COMISIÓN DE 

JUSTICIA DEL PAN QUE CONFIRMÓ LA CONVOCATORIA PARA LA ELECCIÓN DE 

LA PRESIDENCIA, SECRETARÍA GENERAL Y SIETE INTEGRANTES DEL COMITÉ 

DIRECTIVO ESTATAL…”. 

41. Pretensión. Al respecto puede advertirse que la accionante tiene como 

finalidad que a través de una Convocatoria apegada a derecho se conforme 

paritariamente la dirigencia del PAN en Hidalgo.  

42. Problema jurídico a resolver. Determinar si la Convocatoria materia de 

la impugnación, vulnera o no los derechos político - electorales de la 

promovente al no contemplar el principio de paridad para la integración de la 

dirigencia del PAN en Hidalgo. 

43. Sentado lo anterior, se precisa que en acatamiento al principio de 

exhaustividad que debe observar este órgano jurisdiccional al analizar todos y 

cada uno de los planteamientos formulados por el actor en apoyo de sus 

pretensiones, debe precisarse que los argumentos que serán objeto de análisis 

en la presente resolución fueron obtenidos de la lectura cuidadosa del escrito 

impugnativo de la recurrente, ya que los agravios o conceptos de violación 

pueden encontrarse en cualquier parte de la demanda, siempre y cuando se 

formulen bajo una construcción lógica-jurídica en forma de silogismo o 

cualquier fórmula deductiva o inductiva, donde se exprese de manera clara la 

causa de pedir, la lesión o agravio que le cause el acto o resolución reclamado y 

los hechos que originaron ese motivo de disenso. 

44. Lo anterior con base en el criterio emitido por la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la Jurisprudencia 03/2000, 

publicada en la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997 - 

2005, páginas 21 y 22 de rubro y texto: 

“AGRAVIOS. PARA TENERLOS POR DEBIDAMENTE 
CONFIGURADOS ES SUFICIENTE CON EXPRESAR LA 
CAUSA DE PEDIR.- En atención a lo previsto en los 
artículos 2o., párrafo 1, y 23, párrafo 3, de la Ley General del 
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Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, que 
recogen los principios generales del derecho iura novit curia 
y da mihi factum dabo tibi jus (el juez conoce el derecho y 
dame los hechos y yo te daré el derecho), ya que todos los 
razonamientos y expresiones que con tal proyección o 
contenido aparezcan en la demanda constituyen un principio 
de agravio, con independencia de su ubicación en cierto 
capítulo o sección de la misma demanda o recurso, así como 
de su presentación, formulación o construcción lógica, ya sea 
como silogismo o mediante cualquier fórmula deductiva o 
inductiva, puesto que el juicio de revisión constitucional 
electoral no es un procedimiento formulario o solemne, ya 
que basta que el actor exprese con claridad la causa de 
pedir, precisando la lesión o agravio que le causa el acto o 
resolución impugnado y los motivos que originaron ese 
agravio, para que, con base en los preceptos jurídicos 
aplicables al asunto sometido a su decisión, la Sala Superior 
se ocupe de su estudio”. 

 

45. Precisiones por parte de este Tribunal. Los párrafos primero, segundo 

y penúltimo de la Base I del artículo 41, de la Constitución, establecen que los 

partidos políticos son entidades de interés público; que la ley determinará las 

normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su 

intervención en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas 

que les corresponden; que tienen como fin promover la participación del pueblo 

en la vida democrática; y que las autoridades electorales solamente podrán 

intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos en los términos que 

señalen la Constitución y las leyes aplicables. 

 

46. Con relación a lo anterior, cabe apuntar que la Ley General de Partidos 

Políticos, en lo que interesa, establece lo siguiente: 

 
“Artículo 34. 
1. Para los efectos de lo dispuesto en el penúltimo párrafo de 
la Base I del artículo 41 de la Constitución, los asuntos 
internos de los partidos políticos comprenden el conjunto de 
actos y procedimientos relativos a su organización y 
funcionamiento, 
con base en las disposiciones previstas en la Constitución, en 
esta Ley, así como en su respectivo Estatuto y reglamentos 
que aprueben sus órganos de dirección. 
 
2. Son asuntos internos de los partidos políticos: 
[…] 
c) La elección de los integrantes de sus órganos internos; 
[…]” 
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47. Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, considera que de 

conformidad con el artículo 41, base I, del Pacto Federal, los partidos políticos 

tienen libertad de auto-organización, lo que implica que con el fin de promover 

la participación del pueblo en la vida democrática, en sus estatutos pueden fijar 

los programas, principios e ideas que los conformen como institutos políticos, de 

ahí que el legislador les reconozca dicha libertad de organización, con la 

obligación de que con sus estipulaciones no vulneren el contenido esencial de 

los derechos políticos y otros derechos fundamentales, como los de igualdad y 

no discriminación.3 

 

48. Por lo que, de la interpretación sistemática de lo previsto en los artículos 

41, Base I, párrafos primero y penúltimo; y 99 de la Constitución; en relación 

con el diverso 34, párrafos 1 y 2, inciso c), de la Ley de Partidos, se colige que 

el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en su carácter de 

máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder 

Judicial de la Federación –con excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 del ordenamiento constitucional–, válidamente puede intervenir en 

los asuntos internos de los partidos políticos, como lo es la elección de los 

integrantes de sus órganos internos, cuando se alegue, por ejemplo, que se 

incumple con el principio de paridad, pues en este caso, la afectación iría en 

detrimento de los principios de igualdad y no discriminación, los cuales rigen 

para el ejercicio de todos los derechos fundamentales, mismos que, en el caso 

específico de los político-electorales, resultan esenciales para el fortalecimiento 

de la vida democrática y el Estado de Derecho; lo cual resulta aplicable a este 

Tribunal Electoral respecto al ámbito local.   

 

49. En principio, se señala que es criterio ya de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, que la paridad es exigible en la 

conformación de los órganos de dirigencia partidista, esto porque el artículo 41 

constitucional establece que los partidos políticos están obligados a garantizar la 

paridad entre los géneros, en candidaturas a legisladores federales y locales; 

así, el deber de los partidos de integrar de forma paritaria sus órganos de 

dirección interna, se extrae de los elementos siguientes:  

 

                                                             
3 Tesis P./J. 14/2013 (9a.), en: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Mayo de 

2013, Tomo 1, pág. 155, Jurisprudencia(Constitucional), con título: “IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. LOS 
ARTÍCULOS 16, NUMERAL 3, PÁRRAFO SEGUNDO Y 131, NUMERAL 3, DE LA LEY ELECTORAL DEL ESTADO DE 
CHIHUAHUA, AL SEÑALAR QUE QUEDAN EXCEPTUADAS DEL PORCENTAJE DE CUOTAS DE GÉNERO 
AQUELLAS CANDIDATURAS QUE SEAN RESULTADO DE UN PROCESO DE ELECCIÓN DEMOCRÁTICO, 
CONFORME A LOS ESTATUTOS DE CADA PARTIDO, NO VULNERAN ESOS PRINCIPIOS.   
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1) Del hecho de que la legislación sí impone a los institutos 

políticos la obligación de buscar la  participación efectiva de 

ambos géneros en la integración de sus órganos, así como la 

asegurar la representación equilibrada entre mujeres y hombres 

dentro de sus estructuras internas. 

 

2) Que si bien esas normas no definen expresamente cómo 

debe asegurarse una representación equilibrada, puede 

acudirse al único estándar constitucional vigente en el 

ordenamiento mexicano, esto es, la paridad. 

 

50. En efecto, de los artículos 3, párrafo 3, y 37, párrafo 1, inciso e), ambos de 

la Ley de Partidos; y 36, fracción IV, de la Ley General para la Igualdad entre 

Hombres y Mujeres se obtiene lo siguiente: 

 

- El artículo 3, párrafo 3, de la Ley de Partidos que señala los 

partidos políticos promoverán los valores cívicos y la cultura 

democrática entre niñas, niños y adolescentes, y buscarán la 

participación efectiva de ambos géneros en la integración de 

sus órganos, así como en la postulación de candidatos. 

 

- El numeral 37, párrafo 1, inciso e) de la Ley de Partidos que 

refiere que la declaración de principios de los partidos deberá 

contener la obligación de promover la participación política en 

igualdad de oportunidades y equidad entre mujeres y hombres. 

 

- El artículo 36, fracción IV, de la Ley General para la Igualdad 

entre Hombres y Mujeres que dispone que las autoridades del 

estado están obligadas a promover la participación y 

representación equilibrada entre mujeres y hombres dentro de 

las estructuras de los partidos políticos.  

 
51. Además de que, es exigible la paridad porque así se extrae del artículo 3, 

párrafo 3, de la Ley de Partidos en relación con la Constitución ya que en efecto 

el citado numeral refiere que los partidos tienen el deber de buscar la 

participación efectiva de ambos géneros en la integración de sus órganos, así 

como en la postulación de candidatos. 

 

52. Asimismo, en diversos instrumentos internacionales en los que el Estado 

Mexicano es parte tales como la Convención sobre los Derechos Políticos de la 

Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra la Mujer (“Convención de Belém Do Pará”), la Convención para 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 

por sus siglas en inglés), entre otros, se han establecido medidas encaminadas 
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a proteger y garantizar la igualdad entre el hombre y la mujer, así como a lograr 

la participación de las mujeres en condiciones de igualdad en la vida política del 

país.  

 
 

53. Derivado de lo anteriormente expuesto, se advierte que, la paridad de 

género incorporada en la Base I del artículo 41 Constitucional, tiene un sustento 

constitucional y convencional vinculado al principio de igualdad y a garantizar el 

acceso de las mujeres a los órganos de representación popular, en un mismo 

plano de oportunidades que los hombres. 
 

 

54. En tal orden de ideas, conforme a los artículos 41, Base I, párrafo segundo 

constitucional; 37, párrafo 1, inciso e), de la Ley de Partidos; y, 36, fracción IV, 

de la Ley General para la Igualdad entre Hombres y Mujeres, se advierte que los 

partidos políticos tienen el deber de observar la paridad de géneros en la 

postulación de candidaturas a cargos de elección popular y, a promover de 

manera efectiva, tanto la participación política, como la igualdad entre los 

hombres y mujeres que militen en ellos, a efecto de que puedan acceder a los 

órganos de dirección partidista sin restricción alguna por cuestión de género. 

Por tanto, los partidos políticos se encuentran obligados a observar la 

paridad de géneros en la integración de sus órganos de dirección 

partidista, a efecto de garantizar una participación efectiva de las 

mujeres en los mismos. 

 

55. El criterio anterior, se encuentra ya sustentado por la Sala Superior del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a través de la 

Jurisprudencia 20/2018 de rubro y texto siguientes: 

 

PARIDAD DE GÉNERO. LOS PARTIDOS POLÍTICOS 
TIENEN LA OBLIGACIÓN DE GARANTIZARLA EN LA 
INTEGRACIÓN DE SUS ÓRGANOS DE DIRECCIÓN.- De 
la interpretación sistemática de los artículos 1º, 4° y, 41, Base 
I, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 3, párrafo 3 y, 37, párrafo 1, inciso e), de 
la Ley General de Partidos Políticos; así como 36, fracción IV, 
de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, 
se desprende que los institutos políticos deben 
garantizar la participación efectiva de ambos géneros 
en la integración de sus órganos de dirección, así como 
promover la representación igualitaria entre mujeres y 
hombres dentro de sus estructuras internas. Por tanto, 
aunque la normativa interna de los partidos políticos no 
prevea la paridad de género o no la defina expresamente, 

http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
http://sief.te.gob.mx/IUSE/tesisjur.aspx?idtesis=20/2018&tpoBusqueda=S&sWord=20/2018
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éstos se encuentran obligados a observarla en la integración 
de dichos órganos, por tratarse de un estándar constitucional 
que garantiza la participación efectiva de las mujeres. 

(Énfasis añadido) 

 
 

56. Esto es, el principio de paridad de género, no se agota cuando los partidos 

políticos postulan sus candidatos a los cargos de elección popular, sino que, 

además trasciende hacia la conformación de sus órganos internos en 

concordancia con uno de sus fines constitucionalmente asignados, consistente 

en promover la participación del pueblo en la vida democrática, dado que la 

paridad de género en la participación política es una de las piezas 

fundamentales que enriquece la vida democrática. 

 
57. En tal orden de ideas, el establecimiento del principio de paridad de género 

a observar por los partidos políticos, representa una garantía mínima, en este 

caso para las militantes, de participar en condiciones de igualdad en todos los 

procesos de selección que se celebren al interior de los partidos políticos, puesto 

que resultaría por demás contradictorio el hecho de que sólo se les permitiera 

hacerlo para postularse a algún cargo de elección popular y no así para 

contender a un cargo intrapartidista, al no establecerse una limitación de esa 

naturaleza. 

 

58. Además, todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una 

perspectiva de género, para lo cual, habrá de verificarse si existe alguna 

situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, impida 

impartir justicia de manera completa e igualitaria. Además, la perspectiva de 

género en la administración de justicia obliga a leer e interpretar una norma 

tomando en cuenta los principios ideológicos que la sustentan, así como la 

forma en que afectan, de manera diferenciada, a quienes acuden a demandar 

justicia, pues sólo así se puede aspirar a aplicar correctamente los principios de 

igualdad y equidad, ya que a partir de la explicación de las diferencias 

específicas entre hombres y mujeres, se reconoce la forma en que unos y otras 

se enfrentan a una problemática concreta, y los efectos diferenciados que 

producen las disposiciones legales y las prácticas institucionales. 4 

                                                             
4Lo anterior queda de manifiesto, con las tesis de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicadas el siete de marzo de este año, en el Semanario Judicial de la Federación, con los siguientes datos de 
identificación y rubro siguientes: a) Tesis 1a. SUP-JDC-369/2017 y ACUMULADOS 101 XXIII/2014 (10a.) 

“PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. SU SIGNIFICADO Y ALCANCES”; b) 
Tesis: 1a. C/2014 (10a.) “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA 
JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”, y c) Tesis: 1a. XCIX/2014 (10a.) “ACCESO A LA JUSTICIA EN 
CONDICIONES DE IGUALDAD. TODOS LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PAÍS DEBEN IMPARTIR 

JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.” 
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59. Agravios fundados. En el presente asunto, tenemos que el artículo 72 de 

los Estatutos prevé lo siguiente: 

 
“1. Los Comités Directivos Estatales se integran por los 
siguientes militantes:  
a)     La o el Presidente del Comité;  
b)     La o el Secretario General del Comité;  
c)     La titular estatal de Promoción Política de la Mujer;  
d)     La o el titular estatal de Acción Juvenil;  
e)     La o el Tesorero Estatal; y 
f)     Siete militantes del partido, residentes en la entidad con 
una militancia mínima de cinco años, de los cuales no podrán 
ser más de cuatro de un mismo género.  
2. La elección del Presidente y miembros del Comité Directivo 
Estatal a que hacen referencia los incisos a), b), y f) se 
sujetarán al siguiente procedimiento y a lo señalado en los 
reglamentos correspondientes…” 

 

60. De lo anterior, puede advertirse que en efecto, los Estatutos prevén que los 

comités directivos estatales sean integrados efectivamente por hombres y 

mujeres. 

 

61. Sin embargo, en razón de la certificación que obra en autos realizada por el 

Secretario de Acuerdos de este Tribunal respecto de la Convocatoria, 

documental que en términos del artículo 361 fracción I, del Código Electoral, se 

le concede pleno valor probatorio, es posible advertir que en efecto como lo 

argumentó la promovente, la Comisión de Justicia no garantizó el principio de 

paridad para la conformación de los órganos de dirigencia interna local, ya que 

en relación a la Presidencia y Secretaría General, se dejó abierta la posibilidad 

de que ambos cargos sean ocupados por hombres, respectivamente, al no 

prever reglas de paridad para la conformación de fórmulas. 

 

62. Lo anterior además se confirma por lo manifestado en la demanda, ya que 

se precisa que las 2 dos fórmulas registradas para contender por la Presidencia 

y Secretaría General, se encuentran conformadas por hombres; y al haber sido 

previamente declarados presuntivamente ciertos los hechos constitutivos  de la 

violación, y al no haber prueba en contrario, para este Tribunal Electoral se 

tiene por acreditado que las fórmulas registradas se encuentran integradas por 

hombres, quedando de la siguiente manera: 

 

“1.-Cornelio García Villanueva como Presidente y 
Giovani González Severo como Secretario General. 
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2.- Prisco Manuel Gutiérrez como Presidente y Juan 
Rubén Alvarado Castillo como Secretario General”. 

 

63. Siendo así evidente que cualquiera que fuera el resultado de la elección 

próxima a celebrarse, tanto la Presidencia como la Secretaría General serían 

ocupadas por personas del mismo género, en este caso por hombres, 

desatendiendo así el principio de paridad.  

 

64. Lo anterior, debido a que de todo el contenido de la Convocatoria no es 

posible advertir la disposición de criterios para integrar de forma paritaria el 

Comité Directivo Estatal del PAN, ello a pesar de estar obligados a su 

procuración, y por tanto no se promueve una participación y representación 

equilibrada dentro de la estructura del partido político. Sin que respecto a lo 

anterior, sea suficiente la integración paritaria respecto a los 7 siete integrantes 

del Comité Directivo Estatal, ya que el principio debe abarcar todos los cargos 

por los cuales se contenderá.  

 

65. Como ha quedado establecido, la regulación constitucional del principio de 

paridad de género no puede limitarse a ser objeto de aplicación y de 

observancia por los partidos políticos únicamente respecto de las candidaturas a 

cargos de elección popular, sino que además debe trascender a la vida 

interna de aquellos, particularmente, a la integración de sus órganos 

directivos, en tanto que es necesario el establecimiento de condiciones que 

permitan una adecuada y efectiva participación de las mujeres en las 

actividades políticas de aquellos partidos en los cuales militan; circunstancias las 

cuales no acontecen en la Convocatoria objeto de la impugnación, haciéndose 

evidente tal situación ante la postulación de fórmulas integradas exclusivamente 

por hombres. 

 

66. Por tanto, juzgando con perspectiva de género5 interpretando las 

normas ya referidas y teniendo en cuenta los principios ideológicos que las 

sustentan, así como la forma en que afectan de manera diferenciada a quienes 

acuden a demandar justicia, en este caso ciudadanas pertenecientes al grupo 

desfavorecido, es evidente para este Tribunal Electoral que la Convocatoria 
                                                             
5Este criterio es compartido por este Tribunal Electoral y además se encuentra sustentado en la Tesis XXVII/2017, de 

rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA 

PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN.”, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación.  
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expedida por la Comisión Permanente Nacional, a través de la Comisión 

Estatal Organizadora para la Elección del Comité Directivo Estatal del 

Partido Acción Nacional en Hidalgo, en su parte conducente relativa a la 

etapa de “Registro de planillas”, no previó una participación igualitaria de 

hombres y mujeres en la vida interna del partido político relativa a sus órganos 

de dirección estatal; de ahí que lo agravios expresados por la 

promovente sean calificados como fundados por este Tribunal. 

 

67. Sin que lo anterior implique, como ya se dijo, una transgresión a la vida 

interna del partido político, esto debido a que este Tribunal al ser la autoridad 

jurisdiccional en materia electoral en el Estado, válidamente puede intervenir en 

los asuntos internos de los partidos políticos locales, al advertir afectaciones en 

detrimento de los principios de igualdad y no discriminación, los cuales rigen 

para el ejercicio de todos los derechos fundamentales, tal y como lo es en el 

presente asunto la vulneración al principio de paridad de género que se 

encuentra obligado a observar. 
   

68. Esto es así ya que los partidos políticos constitucionalmente, al ser 

catalogados como instituciones de interés público, de participación política, 

democráticos, plurales, deben ser los primeros interesados en atender la 

igualdad paritaria hacía el régimen interior, de manera que las mujeres accedan 

a los cargos directivos e intervengan en su funcionamiento, organización y toma 

de decisiones. 

 

V. Efectos de la sentencia 

 

69. En consecuencia de lo anterior, al haber sido declarados fundados los 

conceptos de agravio establecidos por la promovente, se revoca la resolución 

de fecha 25 veinticinco de octubre del año en curso, dictada por la 

Comisión de Justicia del Consejo Nacional del Partido Acción Nacional, 

en los autos del expediente CJ/JIN/258/2018 y, en aras de evitar 

potenciales efectos discriminatorios, con fundamento por lo dispuesto por el 

artículo 436 fracción II, del Código Electoral, con la finalidad de no violentar 

derechos político electorales de los militantes relacionados con la elección de la 

dirigencia del PAN estatal y preservando el principio constitucional de paridad a 

favor de las mujeres, se ordena a la Comisión Permanente Nacional, a 
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través de la Comisión Estatal Organizadora para la Elección del Comité 

Directivo Estatal del Partido Acción Nacional en Hidalgo:  

 

1.- Dejar sin efectos la Convocatoria para la elección de la 

Presidencia, Secretaría General y siete integrantes del 

Comité Directivo Estatal del Partido Acción Nacional en el 

Estado de Hidalgo para el periodo 2018 al segundo semestre 

del 2021. 

 

2- Suspenda de manera previa la jornada electoral a 

celebrarse el día 2 dos de diciembre de 2018 dos mil 

dieciocho, señalada en la Convocatoria que ha quedado sin 

efectos.  

 

3.- En el ámbito de libertad de autodeterminación, dentro 

del término de 3 tres días contados a partir de la notificación 

de la presente sentencia, emita una nueva Convocatoria para 

la elección de la Presidencia, Secretaría General y siete 

integrantes del Comité Directivo Estatal del Partido Acción 

Nacional en el Estado de Hidalgo para el periodo 2018 al 

segundo semestre del 2021, con las reglas conducentes que 

garanticen la integración de sus órganos de dirección interna 

de manera paritaria, incluida la Presidencia y la Secretaría 

General.  

 

4.- En relación al punto anterior, de la misma manera en el 

ámbito de su libertad de autodeterminación, deberá señalar 

nueva fecha para la celebración de la jornada electoral que 

le corresponda, previendo el tiempo suficiente para el 

desarrollo de la etapa de Campaña (promoción del voto).  

 

5.- Una vez hecho lo anterior, deberá informar dentro del 

término de 12 doce horas contadas a partir de la publicación 

de la Convocatoria respectiva, sobre el cumplimiento dado a 

la presente sentencia.  
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70. Por lo expuesto y fundado en los preceptos legales citados en el cuerpo de 

esta resolución y en los artículos 1°, 17, 35, 116, fracción IV, inciso l de la 

Constitución; 17 fracción II, 99, apartado C, fracción III de la Constitución 

Local; 344, 345, 346 fracción IV, 353 fracción IV, 364 fracción III, 359, 361, 

367, 368, 433 fracción V, 435 y 436 fracción II, del Código Electoral; 12, 

fracción V, inciso b), de la Ley Orgánica del Tribunal; y, 17 fracción I, del 

Reglamento Interior del Tribunal, es de resolverse y se:  

 

 

Resuelve: 

 

Primero.- Este Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo es competente 

para resolver el Juicio para la Protección de los Derechos Político - Electorales 

del Ciudadano, promovido por Esbeidy Alejandra Hernández Salazar y 

Rocío Yareli Ramírez Cortes. 

 

Segundo.- Se sobresee parcialmente en el Juicio para la Protección 

de los Derechos Político - Electorales del Ciudadano, únicamente por cuanto 

hace a Rocío Yareli Ramírez Cortes. 

Tercero.- Se declaran fundados los agravios hechos valer por 

Esbeidy Alejandra Hernández Salazar, revocándose la resolución 

emitida por la Comisión de Justicia del Consejo Nacional del Partido  

Acción Nacional y por tanto se ordena a la Comisión Permanente 

Nacional, a través de la Comisión Estatal Organizadora para la Elección 

del Comité Directivo Estatal del Partido Acción Nacional en Hidalgo, 

dar cumplimiento a los efectos señalados en la presente sentencia.  

Cuarto.- NOTIFÌQUESE de manera inmediata con copia 

certificada de la presente sentencia, a la Sala Regional del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación correspondiente a la 

Quinta Circunscripción Plurinominal.   

Quinto.- NOTIFÍQUESE por oficio a la autoridad responsable con copia 

certificada de esta sentencia y como corresponde a la parte actora y demás 

interesados. 

Asimismo, hágase del conocimiento público a través del portal web de 

este Tribunal una vez que la sentencia haya causado estado. 

< 
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Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad las Magistradas y los 

Magistrados que integran el Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo, Presidente 

Manuel Alberto Cruz Martínez, María Luisa Oviedo Quezada, Mónica Patricia 

Mixtega Trejo y Jesús Raciel García Ramírez, ante la Secretaria General, Rosa 

Amparo Martínez Lechuga que Autoriza y da fe. 

 

 


